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1.  LA INFRACCIÓN PENAL: DELITO Y FALTA

1.1. El delito: relatividad histórico-espacial. Concepto dogmático del delito en el Derecho Penal

Las normas jurídico-penales definen en sus presupuestos los comportamientos delictivos, a los que van legalmente ligadas diversas consecuencias jurídicas. Primer elemento de dichas normas y concepto fundamental del Derecho Penal es, pues, la infracción penal, el delito, categoría o noción que, conforme al principio de ofensividad, sólo pueden rellenar aquellos comportamientos lesivos o peligrosos de bienes jurídicos susceptibles de tutela penal.

	Artículo 10 CP:

	“Son delitos o faltas las acciones y omisiones dolosas o imprudentes penadas por la Ley”


Desde un punto de vista formal, el delito es la infracción de una norma penal. Sólo es delito la conducta que infringe lo dispuesto en la Ley penal: el Código Penal u otras leyes penales. 

Decir que es delito lo que la ley penal señale que es delito no suministra mucha información acerca de sus características reales. Entre los numerosos intentos de definir el delito desde una perspectiva material, destaca aquella concepción que identifica la infracción penal con la conducta socialmente dañosa. Aun cuando la noción no deje de presentar una gran abstracción, no cabe duda de que para un Derecho Penal inspirado en los principios repasados en el primer módulo, la nocividad social ha de constituir el núcleo elemental para la posible consideración de una conducta como delictiva. 

En realidad, dada la variabilidad histórico-espacial del fenómeno delictivo, resulta prácticamente imposible definir el delito al margen del Derecho Penal vigente en cada tiempo y lugar. En cualquier caso, el interés del jurista no es sólo conocer lo que, materialmente es cualquier hecho delictivo, con independencia de su colocación espacio-temporal, sino, sobre todo, desentrañar el mecanismo de la responsabilidad penal: el modo en que, sea cual sea el delito cometido, ha de procederse para saber si una persona ha de considerarse penalmente responsable o no. Desde este punto de vista, lo esencial para el Derecho Penal es, partiendo del Derecho Positivo en vigor, indagar los presupuestos materiales de los que depende la imposición de una pena, esto es, el conjunto de elementos sobre los que acaba construyéndose la responsabilidad penal.

	El delito es un comportamiento humano

	-típico

-antijurídico

-culpable

-punible


Si retomamos el concepto de nocividad social, el Derecho Penal moderno considera antijurídicos o injustos aquellos comportamientos que atacan de manera especialmente grave a los bienes jurídicos dignos y necesitados de la protección penal. 

Dos son las censuras o juicios negativos (desvalor) en que consisten los hechos injustos y antijurídicos:

· uno que recae sobre el resultado lesivo o peligroso para el bien jurídico (desvalor de resultado)

· uno que recae sobre el modo de realización de la conducta misma (desvalor de acción).

La antijuridicidad o injusto característico de cada particular hecho delictivo resulta de la combinación de ambos desvalores: no toda agresión a un mismo bien jurídico merece el mismo nivel de censura, depende del grado de ataque en que consista; no todo grado de ataque resulta igualmente desvalorado: también el modo en que se realice la conducta (con violencia, engaño…) influye sobre el grado de censura que suscita, en general, el comportamiento delictivo. 

Sabemos ya que en razón del principio de legalidad, la única vía de definición de los comportamientos injustos es a través de la ley penal. Ésta realiza esta función mediante la construcción de tipos penales, modelos (negativos) de conducta que los ciudadanos deben evitar y en los que, abstrayéndose de las particularidades de los casos concretos y tratando de comprender el mayor número de conductas similarmente atentatorias del bien jurídico que desea proteger, la ley trata de recoger aquellas características esenciales que denotan la injusticia, la dañosidad social de la conducta en cuestión.

Si tenemos en cuenta que sólo los comportamientos humanos antijurídicos pueden ser la base de los hechos delictivos y que éstos han de encontrarse contenidos en un tipo penal, cabría comenzar por definir la infracción penal como un comportamiento humano típico y antijurídico.

La responsabilidad penal es, con todo, una responsabilidad personal y no queda satisfecha con la mera realización de una conducta típica y antijurídica. Se precisa, además, que la conducta sea culpable. Al juicio de desvalor que incide sobre el comportamiento mismo, ha de añadirse el reproche personal derivado de la atribución al autor como un hecho propio del acto generalmente desaprobado. Esto es posible, conforme a la concepción más extendida, cuando el sujeto, capaz de entendimiento y voluntad, pudiendo haber obrado de otro modo, acabó dirigiendo su comportamiento en el sentido prohibido por la norma. El comportamiento humano típico y antijurídico, para ser efectivamente fuente de responsabilidad penal, ha de ser también un comportamiento culpable.

Finalmente, es preciso que sea punible, esto es, susceptible de manera efectiva de la imposición de una pena. 

Se llega así a un concepto mixto (material-formal), del delito o infracción penal. Este se define desde una perspectiva dogmática como un

Comportamiento humano

Típico, Antijurídico, Culpable y Punible
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1.2. Elementos esenciales del delito

La utilidad del concepto dogmático de delito no es sólo teórica, sino que despliega igualmente sus efectos desde el prisma metodológico, al establecer un orden lógico a la hora de proceder a la constatación y exigencia de una posible responsabilidad penal.

En efecto, para que haya responsabilidad penal deberemos encontrarnos, en primer lugar, ante un comportamiento que reúna las características propias del comportamiento humano, en particular, su controlabilidad, de aquí que haya de quedar excluida de raíz la concurrencia de cualquier causa de exclusión del mismo (estado de inconsciencia, de sueño…).

El comportamiento humano deberá, además, ser típico: esto es, habrá de hallar una perfecta incardinación en alguno de los tipos penales legalmente definidos, concurriendo las características en su caso exigidas para los sujetos intervinientes, el comportamiento mismo y la necesaria relación de causalidad (e imputación objetiva) entre lo realizado y el resultado producido. Para que el hecho sea típico se precisa igualmente que sea doloso o que su comisión haya sido debida a la omisión del cuidado debido. A falta de dolo o imprudencia no cabrá tampoco responsabilidad penal.

Aun cuando los comportamientos típicos deben reputarse, en principio, por definición antijurídicos, hay casos o circunstancias en los que el propio ordenamiento autoriza y justifica la realización de aquellos comportamientos sin derivar de ello ninguna responsabilidad penal. Matar está generalmente prohibido, pero no es delictivo si se realiza en situación de legítima defensa. Constatada la tipicidad del comportamiento habrá que descartar la concurrencia de alguna causa de justificación. También debería excluirse la ausencia de nocividad social del comportamiento derivada de su absoluta falta de peligrosidad para el bien jurídico protegido, lo que de probarse, debería llevar a negar la antijuridicidad material del mismo.

Para ser plenamente sancionable, los comportamientos típicos y antijurídicos han de ser culpables. Esto no es posible si el sujeto es inimputable o si se encontraba en alguna situación de inexigibilidad o exculpación.

Por último, hay circunstancias en las que a pesar de haberse realizado un comportamiento típico, antijurídico y culpable, éste no es punible por la presencia de una inmunidad personal (inviolabilidad) o excusa absolutoria, o incluso por el efecto de una condición objetiva de punibilidad. 

Sólo tras proceder a este ordenado repaso y constatar que se está ante un comportamiento típico, antijurídico, culpable y efectivamente punible, cabrá afirmar la presencia de una responsabilidad penal.

1.2.1. Comportamiento humano o acción

El primero de los elementos esenciales del delito es el comportamiento humano o acción.

	No pueden constituir directamente delitos los hechos de animales o sucesos como los fenómenos de la naturaleza por más que puedan producir resultados dañosos (la muerte de una persona o la destrucción de una cosecha) 

	


De entre todos los hechos del mundo, sólo los comportamientos humanos pueden constituir delitos. 

La infracción penal puede, con todo, construirse sobre comportamientos humanos que digan relación con actos de animales o fenómenos de la naturaleza, y en los que concurra una base suficiente para la imputación a un individuo concreto de lo producido. 

	Societas delinquere non potest?

	En muchos sistemas se admite ya la responsabilidad penal de las personas jurídicas


Lo mismo sucede en el caso de las personas jurídicas que en el Derecho Penal español tampoco pueden incurrir en responsabilidad penal (societas delinquere non potest). La responsabilidad penal por hechos cometidos a través de la persona jurídica o en su seno ha de ser, en su caso, imputada a quienes asumen la dirección, administración o representación de la misma (art. 31 CP). 

Muchos países van abandonando, con todo, el principio de irresponsabilidad penal de las personas jurídicas (así, p.e. el nuevo Código Penal Francés o el Código Penal belga, reformado en 1999).

1.2.1.1. Principio del hecho 

Siendo el comportamiento humano la base de toda infracción penal, en un Estado social y democrático de Derecho sólo es lícito prohibir penalmente comportamientos externos; no pensamientos, intenciones o disposiciones personales que no hayan encontrado una suficiente exteriorización. 

	Sólo la conducta humana, traducida en acciones u omisiones externas, puede ser la base de una infracción penal

	


El Derecho Penal es, pues, un Derecho Penal de acto (y no de autor). De ello se deduce que no pueden constituir nunca delito ni el pensamiento ni las ideas (ni siquiera la resolución de delinquir), en tanto no se traduzcan en actos externos. Tampoco puede constituir delito una determinada forma de ser o disposición caracterial.

Esto es lo que se conoce como principio del hecho.

1.2.1.2. Formas de comportamiento humano. Conducta activa y pasiva. Acción y omisión. 

El comportamiento humano presenta básicamente dos modalidades: 

* conducta activa

* conducta pasiva 

El Derecho Penal distingue, sin embargo, entre 

* comisión (comportamiento activo)

* omisión (ausencia del comportamiento esperado)

No es lo mismo comportamiento pasivo que omisión. 

El comportamiento pasivo consiste en no hacer nada. 

La omisión, por el contrario, consiste en no hacer aquello que se esperaba, a lo que se estaba jurídicamente obligado. 

Quien omite una acción que está obligado a realizar puede que no haga nada (no presta socorro a una persona que ha sufrido un accidente de tráfico, se queda inmóvil) o, sin embargo, hacer o seguir haciendo otra cosa (no presta socorro a una persona y continúa conduciendo). 

Al Derecho Penal lo que le interesa es que no se ha realizado el comportamiento esperado (en el ejemplo, prestar el socorro al accidentado) por lo que desde el prisma penal habrá habido una omisión a pesar del comportamiento activo.

1.2.1.3. El comportamiento humano relevante para el Derecho Penal 

Desde un punto de vista jurídico-penal, el primer elemento esencial del delito ha de ser un comportamiento socialmente relevante dependiente de la voluntad humana. 

	Sólo comportamientos susceptibles de control a través de la voluntad humana pueden tener relevancia penal

	


La infracción penal presenta, con todo, dos modalidades: 

* la infracción intencional (dolosa) y 

* la infracción imprudente. 

La infracción imprudente se caracteriza por la ausencia de intención dirigida a la comisión del hecho delictivo, que se produce por la falta de diligencia. Pero, en el comportamiento imprudente, por definición, el sujeto podía haber evitado la realización del delito si, voluntariamente, hubiera adoptado la diligencia, el cuidado exigido. El comportamiento fue, por tanto, voluntario, aunque no intencionalmente dirigido a realizar el delito. 

1.2.1.4. Causas de exclusión

Puesto que el Derecho Penal sólo se ocupa de acciones susceptibles de control a través de la voluntad, no habrá comportamiento humano penalmente relevante cuando falte esa posibilidad de control de la conducta por parte del sujeto. Esto sucede en tres grupos de casos:

	Excluyen el comportamiento humano o acción

- la fuerza irresistible

- los movimientos reflejos

- los estados de inconsciencia

	


* Fuerza irresistible o mayor. La fuerza irresistible es un acto de fuerza proveniente del exterior que actúa materialmente sobre el agente anulando completamente su voluntad. Si alguien es forzado por otra persona a realizar un determinado comportamiento, sin que tenga ninguna posibilidad de resistirse a dicha fuerza, se convierte en un mero instrumento de la voluntad de aquél, por lo que no podrá ser penalmente responsable.

Ejemplo: el que es arrojado a una piscina y cae sobre un bañista al que hiere. La fuerza física irresistible excluye la acción de la persona que es arrojada, porque supone ausencia de voluntad del forzado. No llegará, por tanto, a cometer ni el comportamiento humano básico de un delito de lesiones.

* Movimientos reflejos. En los movimientos reflejos, tales como vómitos, convulsiones epilépticas o los movimientos instintivos de defensa, paralización instantánea por obra de una impresión física o psíquica, no existe propiamente un control de lo sucedido por parte de la voluntad del sujeto, por lo que no reúnen desde el prisma penal las características exigidas para comportamientos humanos que han de constituir la base de cualquier infracción penal. 

Por ejemplo, falta la acción desde un punto de vista penal, cuando quien en una convulsión epiléptica deja caer un valioso jarrón que tenía en ese momento en la mano, o quien aparta la mano de una placa al rojo vivo rompiendo con ello un valioso jarrón de cristal (no cometen un delito de daños).

No son, con todo, movimientos reflejos los actos en cortocircuito, impulsivos o explosivos. En ellos la voluntad participa, aunque sea fugazmente. Por tanto, pueden constituir comportamiento humano desde el prisma penal. Esto, con independencia de que lo sucedido pueda desplegar sus efectos respecto de otros elementos esenciales del delito, en particular la imputabilidad o culpabilidad..

Por ejemplo, el atracador que, nervioso, aprieta instintivamente el gatillo al observar un gesto equívoco de huida o defensa en el cajero del banco.

* Estados de inconsciencia. También falta el comportamiento humano penalmente requerido en los estados de inconsciencia tales como el sueño, el sonambulismo, la embriaguez letárgica, etc. En estos casos los actos que se realizan no dependen de la voluntad y, por consiguiente, no pueden considerarse acciones penalmente relevantes. 

1.2.1.5. Actio libera in causa

La presencia de una causa de exclusión del comportamiento humano o acción no elimina, sin embargo, de un modo absoluto la posibilidad de responsabilidad del sujeto.

Es posible, en efecto, que sea él mismo quien, con objeto de cometer el delito o por imprudencia, se haya colocado en aquel estado de exclusión de la acción. En estos casos, llamados acciones libres en la causa (actio libera in causa) habrá que examinar si cabe exigir responsabilidad penal al sujeto por lo realizado en estado de inconsciencia, etc., con base en su colocación intencional o imprudente en aquel estado.

1.2.1.6. Tiempo y lugar. 

La fijación del tiempo y lugar de realización del delito es muy importante a múltiples efectos: determinación de la ley penal aplicable en casos de sucesión de leyes, determinación del momento inicial para el cómputo de la prescripción del delito, fijación de la jurisdicción competente… 

	Delitos a distancia

	Son delitos a distancia aquellos en que el comportamiento y el resultado no se producen en el mismo momento y/o lugar


Suelen plantearse dificultades en los delitos a distancia, en que el comportamiento se realiza  en un momento y lugar determinados y el resultado se produce con posterioridad y en lugar diferente. 

Por ejemplo, se envía una carta injuriosa de Bilbao a Madrid, o un paquete de explosivos de Barcelona a Valencia. La persona herida por los disparos de un arma de fuego en un pueblo de Toledo fallece semanas después en una clínica de Madrid. Un ciudadano español dispara a un francés que se encuentra al otro lado de la frontera, causándole la muerte.

El Código Penal recurre a la teoría de la actividad para determinar la ley penal aplicable en el tiempo: el delito se entiende cometido en el momento “en que el sujeto ejecuta la acción u omite el acto que estaba obligado a realizar” (art. 7 CP).

Legalmente no se ofrece ningún criterio para fijar el lugar de comisión del delito. La doctrina considera que ha de seguirse en este punto la teoría de la ubicuidad: el delito se entiende cometido tanto en el lugar de realización de la acción, como en el lugar del resultado. 

1.2.2. La tipicidad

Para llegar a ser delictivo, el comportamiento humano debe ser típico: esto es, debe encontrar perfecta cabida en alguna de las descripciones que de las conductas punibles realiza la ley penal. 

Dispone el artículo 10 CP: “Son delitos o faltas las acciones y omisiones dolosas o imprudentes penadas por la Ley”.
Cuatro modalidades delictivas resultan de la definición legal del delito: 

· los delitos dolosos de comisión, 

· los delitos dolosos de omisión, 

· los delitos imprudentes de comisión y 

· los delitos imprudentes de omisión.
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No son idénticos los requisitos que han de concurrir para afirmar la presencia de un delito doloso o de un delito imprudente. Tampoco coinciden los elementos a tener en cuenta para aceptar la adecuación típica de un hecho omisivo o de comisión. 

Siendo los delitos dolosos de comisión los que presentan una estructura más sencilla, se analizará en primer lugar el tipo de estos delitos, para pasar a continuación al examen del tipo imprudente y del tipo de omisión, que añaden a aquel algunos elementos específicos. 

1.2.2.1. Tipos dolosos de comisión

Dos son los aspectos a examinar en cualquier tipo penal: 

· el aspecto objetivo (tipo objetivo)

· el aspecto subjetivo (tipo subjetivo)

1.2.2.1.1. Tipo objetivo 

En el tipo objetivo se define el comportamiento en su vertiente externa. Si es un movimiento corporal, en qué consiste ese movimiento corporal, quiénes son los sujetos, el objeto, qué resultado, etc. En definitiva, se incluyen todos los elementos de naturaleza objetiva que caracterizan al delito en cuestión.

* Sujeto activo: El sujeto activo es la persona humana que debe realizar el comportamiento humano para que se cometa el correspondiente hecho delictivo. 

	Delitos comunes / especiales

	Son delitos comunes aquellos para los que la Ley no exige ninguna cualidad especial al sujeto activo; puede realizarlos cualquier persona.

Son delitos especiales los que requieren ciertas características, cualidades o condiciones en sus sujetos activos; no puede cometerlos cualquiera: sólo los que reúnan las cualidades, características o relaciones exigidas




· Hay delitos comunes, que pueden ser realizados por cualquier persona humana (p.e. el homicidio: art. 138 CP). 

· Otros delitos son especiales, sólo pueden realizarlos aquellas personas que reúnen determinadas cualidades: las definidas por el tipo penal. P.e. el delito de prevaricación judicial del art. 446 CP sólo puede ser cometido por Jueces o Magistrados, no por cualquier persona.

* Sujeto pasivo: Sujeto pasivo del delito es el titular del bien jurídico atacado. Puede serlo un individuo, un conjunto de individuos, una persona jurídica, la sociedad, el Estado o la comunidad internacional. Normalmente, el tipo penal no describe especialmente al sujeto pasivo, aunque a veces requiere en él determinadas características (p.e. en el delito de estupro –abuso sexual con engaño–, edad mayor de doce años y menor de dieciséis).

No siempre coincide el sujeto pasivo del delito con el sujeto pasivo de la acción: la persona o cosa sobre la que recae la acción delictiva.

Por ejemplo, imaginemos el caso del niño que tiene el bolso de su madre y un ladrón se lo arrebata. El sujeto pasivo del delito es la madre, titular del bolso, mientras que el sujeto pasivo de la acción es el niño. El bolso será por su parte el objeto material de la acción.

Se ha de distinguir también el sujeto pasivo del delito del perjudicado. Este último concepto es más amplio que el de sujeto pasivo: son perjudicados todos los que soportan consecuencias perjudiciales más o menos directas del delito.

Por ejemplo: en el homicidio la víctima es el sujeto pasivo y los familiares los perjudicados.

* La conducta típica:  es el núcleo del tipo penal, pues describe la acción u omisión en que consiste el particular hecho delictivo.

	Delitos de mera (in)actividad :

	Se identifican con un mero hacer o no hacer

	Delitos de resultado

	Se fijan no tanto en el hacer o no hacer, cuanto en la producción de un determinado resultado


Hay delitos que sólo consisten en la realización de un determinado comportamiento (delitos de mera actividad) (p.e. conducir por la vía pública). Otros requieren que al comportamiento le siga un resultado (delitos de resultado) (p.e. delito de homicidio: matar).  La mayor parte de las veces el resultado se describe a través del verbo típico. Otras veces la descripción es más compleja: no basta con la producción de un resultado, sino que es preciso que ese resultado se cause mediante la utilización de determinados medios o formas de comportamiento. 

 * Causalidad e imputación objetiva: En los delitos que consisten en la producción de un resultado para afirmar la adecuación típica es preciso que se pruebe que el resultado producido es consecuencia del comportamiento humano.

Esto no es siempre fácil de decidir, sobre todo si concurren varios comportamientos a la hora de la producción de un resultado. Las teorías más importantes empleadas para determinar si, efectivamente, el comportamiento puede considerarse causa del resultado son las siguientes:

· La teoría de la equivalencia de condiciones, que considera que es causa toda condición, positiva o negativa, que suprimida mentalmente haría desaparecer el resultado en su forma concreta.

· La teoría de la adecuación: entiende esta teoría que cuando existen mútiples condiciones, ha de reputarse causa, exclusivamente, la condición generalmente adecuada para producir el resultado. La adecuación ha de decidirse conforme a un juicio de pronóstico objetivo, realizado por un observador neutral que se coloque en la posición del autor en el momento de realización de los hechos y que analice lo sucedido con base en nuestros conocimientos de los cursos causales y la experiencia.

· La teoría de la imputación objetiva. Considera esta teoría que a la hora del examen de la adecuación típica de un comportamiento consistente en la causación de un resultado es preciso distinguir dos planos:

· la causalidad, a resolver a través de la teoría de la equivalencia, y

· la imputación objetiva, que ha de añadirse a lo anterior para afirmar la tipicidad.

La imputación objetiva queda excluida en determinados casos; p.e.

· si el comportamiento no era adecuado para producir el resultado típico (teoría de la adecuación).

· si el resultado causado no se corresponde con la lesión de bienes jurídicos que la norma quería proteger (teoría del fin de protección de la norma)

· si la conducta no supuso realmente un aumento del peligro para el bien jurídico protegido (teoría del incremento del riesgo)

1.2.2.1.2. Tipo subjetivo

El ámbito subjetivo del tipo de los delitos dolosos se encuentra constituido por:

· el dolo, y 

· los elementos subjetivos del injusto.

1.2.2.1.2.1. Dolo

Dolo es el conocimiento y la voluntad de realizar el tipo objetivo de un determinado delito. 

	Clases de dolo

- dolo directo de primer grado

- dolo directo de segundo grado

- dolo indirecto o eventual

	


En Derecho Penal se distinguen básicamente tres clases de dolo:

· Dolo directo de primer grado. En el dolo directo de primer grado el autor persigue realizar precisamente el delito. 

Por ejemplo, el sujeto quiere matar a otra persona y la mata.

· Dolo directo de segundo grado. Hay también dolo cuando si bien el sujeto no persigue directamente el resultado típico, lo acepta como una de las consecuencias  necesariamente unida al resultado principal que persigue. 

Por ejemplo, para matar a una persona se coloca una bomba en su vehículo. En realidad, no se persigue destruir el vehículo, pero junto al asesinato se causa el delito doloso de daños, pues en el plan del autor la destrucción del vehículo es una de las consecuencias necesariamente unidas al resultado perseguido. 

· Dolo indirecto o  eventual. En esta clase de dolo el sujeto ve que la producción del resultado es algo probable y -aunque no persiga su producción ni lo acepte como una de las consecuencias necesarias- ante la eventualidad de que se produzca, sigue actuando, admitiendo, asumiendo su eventual realización. 

Por ejemplo, se pone una bomba en un escaparate. No se persigue producir la muerte de nadie ni esto tiene realmente que producirse, pero es posible que en el momento de la explosión pase una persona y se vea afectada por la misma; se asume que esto es posible, pero se continúa adelante con la intervención delictiva.

1.2.2.1.2.2. Error de tipo

Si el dolo exige conocer y querer la realización de los elementos relevantes del tipo objetivo, el desconocimiento (ignorancia) o conocimiento defectuoso de alguno de estos elementos (error de tipo) excluye el dolo. 

Por ejemplo, quien dispara sobre un cazador tomándolo por un animal incurre en error de tipo, pues desconoce un elemento esencial del tipo de homicidio, que requiere que se mate a otra persona.

La regulación del error de tipo se encuentra en el art. 14, 1 CP. 

Dispone el art.14,1 CP: “El error invencible sobre un hecho constitutivo de la infracción penal excluye la responsabilidad criminal. Si el error, atendidas las circunstancias del hecho y las personales del autor, fuera vencible, la infracción será castigada, en su caso, como imprudente”.
En muchos casos de error de tipo lo que se da es una discordancia entre el delito que el sujeto quería efectivamente realizar (en el ejemplo, a lo sumo un delito de daños: matar a un animal) y lo que realizó. 

La mayor parte de las veces, en el plano de la tipicidad, para cubrir adecuadamente lo sucedido en supuestos de error se requiere combinar dos tipos penales: 

· el correspondiente a lo que uno perseguía pero no llegó a realizar (delito doloso intentado) 

· con el correspondiente a lo que efectivamente realizó, pero en error de tipo (delito consumado imprudente, si el error era vencible).

1.2.2.1.2.3. Otros elementos subjetivos del injusto

En algunos delitos específicos, además del dolo se requiere para realizar el tipo la presencia de especiales elementos de carácter subjetivo. Estos elementos subjetivos suelen consistir en especiales tendencias, finalidades, intenciones o motivos que el legislador exige en algunos casos, aparte del dolo, para constituir el tipo de ciertos delitos. 

Por ejemplo, en el delito de hurto es preciso, además del dolo, el ánimo de lucro.

1.2.2.2. El tipo imprudente

	Características del tipo imprudente:

	- la omisión del deber de cuidado

- la previsibilidad

- la evitabilidad




El tipo imprudente se construye sobre los mismos elementos que el tipo objetivo del delito doloso, si bien añade algunas características.

En efecto, mientras que el delito doloso supone la realización del tipo objetivo con conocimiento y voluntad, en el delito imprudente el sujeto no quiere realmente cometer el delito, pero lo realiza por su actuación descuidada, por inobservancia del cuidado debido. 

La inobservancia del deber de cuidado, la falta de la diligencia debida, constituye, por tanto, el punto de referencia obligado del tipo del delito imprudente.

También son rasgos esenciales del delito imprudente la previsibilidad y la evitabilidad:

* Previsibilidad: No puede haber imprudencia, en efecto, si el resultado producido debido a la falta de cuidado no era previsible. 

* Evitabilidad: Tampoco se considera susceptible de sanción el delito imprudente si, pese a haber actuado cuidadosamente, se hubiera producido el resultado típico.

El vigente Código Penal sigue un sistema de tipificación cerrada y excepcional de la imprudencia (art. 12).  

Dispone el art. 12 CP:  “Las acciones u omisiones imprudentes sólo se castigarán cuando expresamente lo disponga la Ley”

El Código Penal español distingue dos clases de imprudencia:

· La imprudencia grave es la única que puede dar lugar a delitos (infracciones penales graves y menos graves, no faltas). Se considera como el cuidado, la diligencia, la atención que puede exigirse al menos cuidadoso, atento o diligente. 

· La imprudencia leve no puede dar lugar a delitos, sino sólo a las faltas contra las personas previstas en el art. 621 CP. Supone la infracción de normas de cuidado no tan elementales como las vulneradas por la imprudencia grave, normas que respetaría no ya el ciudadano menos diligente, sino uno mucho más cuidadoso.

Para terminar, desde el prisma subjetivo, todo delito imprudente se caracteriza por la falta de voluntad de realizar el tipo objetivo.

1.2.2.3. Los tipos de omisión

El Derecho Penal no sólo contiene normas prohibitivas sino también normas imperativas que ordenan acciones cuya omisión puede ser punible:

· bien directamente (delitos de omisión pura) o 

· porque llegan a  producir resultados típicos (delitos de comisión por omisión). 

Cuando un delito es de omisión, han de concurrir para su adecuación típica los elementos ya analizados del tipo objetivo y subjetivo de los delitos dolosos o, en su caso, imprudentes.

	Elementos de los tipos de omisión pura:

	- la situación típica

- la omisión del actuar esperado

- la capacidad de acción


Pero para apreciar que efectivamente se ha producido la omisión, que constituye el núcleo del delito, se precisa controlar diversos aspectos adicionales: 

· situación típica: en primer lugar, que concurre la situación a la que el Derecho Penal liga la obligación de actuar. 

P.e. en el delito de omisión del deber de socorro (art.195) que el sujeto se encuentra ante una persona desamparada y en peligro manifiesto y grave.

· omisión del actuar esperado: en esa situación deberá omitirse el actuar esperado por la ley penal; p.e. la prestación del socorro.

· capacidad de acción: ahora bien, esta omisión sólo será típica si el sujeto era capaz de acción.

P.e.: la persona que sufre una grave parálisis no puede omitir la salvación de una persona que se está ahogando en el río, porque no tiene posibilidad de echarse al agua para salvarla.  

1.2.2.4. Delitos de comisión por omisión 

Hay veces en que la omisión es la forma de realización de un determinado resultado. 

Por ejemplo, nadie duda en incluir en la acción típica del delito de homicidio el comportamiento de la madre que, pudiendo alimentarlo, deja morir de hambre al recién nacido. 

En estos casos, el repaso de los elementos propios del tipo de omisión antes explicado no basta para afirmar la adecuación típica; es preciso que concurran dos requisitos, junto a la relación de causalidad, propia de los delitos de resultado:

1. Equivalencia con el actuar: Que la omisión equivalga valorativamente (“según el sentido del texto de la Ley” dice el Código) a un hacer activo.

2. Posición de garante: Que el sujeto tenga la obligación de impedir la producción del resultado en virtud de “un especial deber jurídico”, que le  convierte en garante de que no se produzca el resultado. 

Dispone el art. 11 CP: “Los delitos o faltas que consistan en la producción de un resultado sólo se entenderán cometidos por omisión cuando la no evitación del mismo, al infringir un especial deber jurídico del autor, equivalga, según el sentido del texto de la Ley, a su causación. A tal efecto, se equiparará la omisión a la acción:

a) Cuando exista una específica obligación legal o contractual de actuar.

b) Cuando el omitente haya creado una ocasión de riesgo para el bien jurídicamente protegido mediante una acción u omisión precedente.”

Uno puede encontrarse en posición de garante, porque así lo establezca la ley o porque haya asumido el citado deber especial a través de un contrato. 

También puede derivar su posición de garante de la llamada injerencia o actuar peligroso precedente. Quien con su actuar ha dado lugar a un peligro inminente de un resultado típico, tiene la obligación de hacer todo lo posible para impedir la producción de dicho resultado. 

Por ejemplo, quien hace fuego en el bosque para preparar comida tiene la obligación de procurar que el fuego no degenere en el incendio del bosque, respondiendo del incendio en caso de que se produzca sin que él trate de evitarlo.

1.2.3. La antijuridicidad

1.2.3.1. Antijuridicidad formal y material

	Es, pues, antijurídico lo contrario a Derecho

	


El término antijuridicidad expresa la contradicción entre la conducta realizada y las exigencias del Ordenamiento jurídico. 

Frente a este concepto formal de antijuridicidad, en Derecho Penal se insiste en que los comportamientos delictivos no sólo deben ser antijurídicos en el plano formal, sino que han de ser materialmente antijurídicos.

A través de esta exigencia de antijuridicidad material se desea destacar que al Derecho Penal no le corresponde reaccionar contra las meras ilegalidades; el núcleo de las infracciones penales debe estar constituido por los actos socialmente dañosos, siendo la dañosidad social la lesión o puesta en peligro del bien jurídico digno y necesitado de la protección penal.

De aquí que si en el comportamiento en cuestión, formalmente antijurídico, quedara excluida toda posibilidad de lesión o puesta en peligro del bien jurídico protegido, debería ser considerado impune por falta de antijuridicidad material.

1.2.3.2. Causas de justificación

En Derecho Penal, la existencia de un hecho típico supone la realización de un hecho prohibido con carácter general; el tipo penal describe la materia de prohibición, es decir, aquel o aquellos hechos que el legislador quiere evitar que realicen los ciudadanos. 

Pero en algunas situaciones se permite igualmente, de un modo general, la realización de hechos típicos. Se trata de casos en los que el hecho, en sí típico (y por tanto indiciariamente antijurídico), se considera perfectamente lícito y aprobado por el ordenamiento jurídico. 

Las causas de justificación constituyen situaciones en las que la acción típica, generalmente prohibida, se encuentra jurídicamente autorizada.
Son causas de justificación:

· El actuar en cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de un derecho, oficio o cargo 

· La legítima defensa
· El estado de necesidad
1.2.3.2.1. Cumplimiento de un deber o ejercicio legítimo de un derecho, oficio o cargo 

Dispone el artículo 20, 7 CP que está exento de responsabilidad criminal “el que obre en cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de un derecho, oficio o cargo”.

La unidad del ordenamiento jurídico obliga, en efecto a que el hecho no sea antijurídico si alguien tenía legítimo derecho a realizarlo o si estaba obligado por un deber o por su oficio o cargo.

Ahora bien, el ejercicio del derecho ha de ser legítimo (no se trata de amparar el abuso de derecho). En cuanto al cumplimiento del deber o ejercicio del oficio o cargo, habrá que respetar los criterios específicos que lo rigen: legalidad, idoneidad, necesidad y proporcionalidad.

1.2.3.2.2. Legítima defensa 

Tampoco es antijurídica la actuación de quien realiza un tipo penal en legítima defensa. 

La legítima defensa se encuentra expresamente  regulada en el art. 20, 4 CP. Consiste en una actuación en defensa de la persona o derechos propios o ajenos.

Para que efectivamente concurra la legítima defensa deben darse los siguientes requisitos:

a) Agresión ilegítima. 

En caso de defensa de los bienes se considera agresión ilegítima el ataque a los mismos que constituya delito o falta y los ponga en grave peligro de deterioro o pérdida inminentes. 

En caso de defensa de la morada o sus dependencias, se considera agresión ilegítima la entrada indebida en aquélla o éstas.

b) Necesidad racional del medio empleado para impedir o repeler la agresión.

c) Falta de provocación suficiente por parte del defensor.

1.2.3.2.3. El estado de necesidad. 

Se encuentra regulado en el art. 20, 5 CP. Consiste en lesionar un bien jurídico de otra persona o infringir un deber debido a una situación de necesidad, con objeto de evitar un mal propio o ajeno.

Para que exista estado de necesidad es preciso que concurran una serie de presupuestos:

- Situación de necesidad absoluta propia o ajena. Debe darse una situación de conflicto entre dos bienes jurídicos, en la que la salvación de uno de ellos exige el sacrificio del otro. 

A diferencia de la legítima defensa, no requiere que exista una previa agresión antijurídica, pero lo que el sujeto realiza para evitar un mal a sí mismo o a un tercero, ha de ser el único camino posible.

 - Proporcionalidad: el mal causado no ha de ser mayor que el que se pretende evitar.

- No provocación intencional de la situación de necesidad  por el sujeto. 

- No obligación de sacrificarse: que el necesitado no tenga por su oficio o cargo, obligación de sacrificarse. 

Ejemplo de estado de necesidad: el llamado hurto famélico: quien está sufriendo intensamente de hambre coge una fruta de una propiedad ajena para alimentarse.

1.2.4. La culpabilidad

	Es culpable  quien no respetó la norma penal pudiendo y debiendo hacerlo

	


La culpabilidad también denominada reprochabilidad, es un juicio normativo derivado del mal ejercicio de la libertad. Se censura al sujeto por la no adecuación de su comportamiento a la norma cuando podía y debía hacerlo. 

Para poder afirmar la culpabilidad de una persona que ha cometido un hecho típico y antijurídico, es necesario que concurran: 

· la imputabilidad 
· el conocimiento de la antijuridicidad
· la exigibilidad
1.2.4.1. Imputabilidad 

La imputabilidad o capacidad de culpabilidad consiste en la capacidad individual de comprensión de la ilicitud de los hechos y de actuar conforme a esta comprensión. 

Quien carece de esta capacidad, bien por no tener la madurez suficiente, bien por sufrir graves alteraciones psíquicas, no puede ser declarado culpable y, por consiguiente, no puede ser responsable de sus actos, por más que éstos sean típicos y antijurídicos. 

Son causas de inimputabilidad: la minoría de edad penal; las alteraciones en la percepción; las alteraciones psíquicas; los estados de intoxicación y el síndrome de abstinencia.

1.2.4.1.1. La minoría de edad penal. 

El art. 19 declara inaplicable el Código Penal al menor de dieciocho años. 

La minoría de edad penal no determina, sin más, la exención de la responsabilidad criminal, ya que "cuando un menor de dicha edad cometa un hecho delictivo podrá ser responsable con arreglo a lo dispuesto en la Ley que regule la responsabilidad del menor". 

1.2.4.1.2. El nuevo Derecho Penal de menores y jóvenes

	Edades

	- hasta los 14 años: ninguna responsabilidad penal; medidas civiles de protección y educación del menor 

- de 14 a 18 años: L.O. responsabilidad penal del menor

- a partir de 18 años: Código Penal




El nuevo Derecho Penal introducido por la Ley Orgánica 5/2000, reguladora de la responsabilidad penal de los menores se aplica con carácter general a los menores y jóvenes comprendidos entre los 14 y los 18 años que hayan cometido un hecho constitutivo de delito conforme al Código Penal o las Leyes penales especiales.

Inicialmente, el mismo régimen se preveía que pudiera igualmente extenderse a los mayores de 18 años y menores de 21, si sus circunstancias personales y grado de madurez lo aconsejaran, y salvo que hubieran cometido un delito grave o uno menos grave con violencia o intimidación en las personas o causando grave peligro para la vida o integridad física de las mismas, o hubieran sido condenados ya en sentencia firme por hechos cometidos cumplidos los 18 años (art. 4). Esta disposición, que venía a dar cauce a lo previsto por el artículo 69 del Código Penal, nunca entró en vigor y ha sido definitivamente eliminada por la L.O.8/2006.
Competentes para el enjuiciamiento de los hechos cometidos por menores son los Jueces de Menores (en hechos de terrorismo, el Juzgado central de menores de la Audiencia Nacional). 

Estos, de hallar al menor responsable y de conformidad con el procedimiento establecido por la Ley, pueden imponer como respuesta a los hechos delictivos de menores todo un conjunto de medidas:

· internamiento en régimen cerrado, en régimen semiabierto o en régimen abierto;

· internamiento terapéutico en régimen cerrado, semiabierto o abierto;

·  tratamiento ambulatorio;

· asistencia a un centro de día;

·  permanencia de fin de semana;

·  libertad vigilada, con o sin reglas adicionales y/u obligaciones;

·  convivencia con otra persona, familia o grupo educativo;

·  prestaciones en beneficio de la comunidad;

·  realización de tareas socio-educativas;

·  amonestación;

·  privación del permiso de conducir ciclomotores o vehículos de motor, del derecho a obtenerlo o de las licencias administrativas para caza o para uso de cualquier tipo de armas.

· inhabilitación absoluta

La duración máxima de las medidas –que pueden modificarse, sustituirse y quedar sin efecto en cualquier momento (salvo en casos excepcionales) por decisión judicial– es, con carácter general, de dos años, 100 horas para las prestaciones en beneficio de la comunidad, y en el caso de la permanencia de fin de semana hasta ocho fines de semana (art. 9,3). 

Las medidas privativas de libertad se dividen en dos períodos: el primero, a cumplir en el centro correspondiente; el segundo, en régimen de libertad vigilada (art. 7,2). 

Ahora bien, cuando los hechos cometidos estén tipificados como delito grave por el Código penal o las leyes penales especiales, o bien, si se trata de hechos tipificados como delito menos grave, cuando en su ejecución se haya empleado violencia o intimidación en las personas o se haya generado grave riesgo para la vida o la integridad física de las mismas, o bien si los hechos tipificados como delito se cometen en grupo o el menor perteneciere o actuare al servicio de una banda, organización o asociación, incluso de carácter transitorio, que se dedicare a la realización de tales actividades, las medidas pueden ampliarse en su duración (art. 10). Así:
i. si el menor había cumplido ya 16 años en el momento de realización de los hechos la duración máxima de la medida será de seis años; o, en sus respectivos casos, de doscientas horas de prestaciones en beneficio de la comunidad o permanencia de dieciséis fines de semana. En este supuesto, cuando el hecho revista extrema gravedad (y lo serán siempre aquellos en que se aprecie reincidencia), el Juez deberá imponer una medida de internamiento en régimen cerrado de uno a seis años, complementada sucesivamente con otra medida de libertad vigilada con asistencia educativa hasta un máximo de cinco años. Sólo podrá modificarse, sustituirse o suspenderse la ejecución una vez transcurrido el primer año de cumplimiento efectivo de la medida de internamiento. 

ii. si al tiempo de cometer los hechos el menor tuviere catorce o quince años de edad, la medida podrá alcanzar tres años de duración. Si se trata de prestaciones en beneficio de la comunidad, dicho máximo será de ciento cincuenta horas, y de doce fines de semana si la medida impuesta fuere la de permanencia de fin de semana.
La duración de las medidas de internamiento se eleva todavía más, de manera especial, para el caso de los delitos muy graves (esto es, alguno de los delitos tipificados en los artículos 138, 139, 179, 180 y 571 a 580 del Código Penal, o de cualquier otro delito que tenga señalada en dicho Código o en las leyes penales especiales pena de prisión igual o superior a quince años). En estos casos (art. 10,2), 
	Delitos muy graves

	- homicidio (art. 138 CP)

- asesinato (art. 139)

- agresiones sexuales –violación y otras cualificadas (arts. 179 y 180)

. terrorismo (arts. 571 a 580)

- cualquier otro sancionado con pena de prisión igual o superior a 15 años


· si al tiempo de cometer los hechos el menor tuviere catorce o quince años de edad, se le impondrá una medida de internamiento en régimen cerrado de uno a cinco años de duración, complementada en su caso por otra medida de libertad vigilada de hasta tres años. En caso de pluralidad de infracciones (conexas, infracción continuada o cuando un solo hecho constituya dos o más infracciones), si alguna de ellas es de las mencionadas por el art. 10,2 la duración del internamiento podrá elevarse hasta seis años (art. 11.2)

· si al tiempo de cometer los hechos el menor tuviere dieciséis o diecisiete años de edad, la duración de la medida de internamiento en régimen cerrado será de uno a ocho años de duración, y será complementada en su caso por otra de libertad vigilada con asistencia educativa de hasta cinco años; y sólo podrán modificarse, suspenderse o sustituirse las medidas cuando haya transcurrido al menos, la mitad de la duración de la medida de internamiento impuesta. En el caso ya aludido de pluralidad de infracciones el internamiento podrá elevarse aquí hasta diez años (art. 11.2)

Además, en el caso de que el delito cometidos sea de terrorismo (arts. 571 a 580 CP), a las medidas que corresponda imponer se añadirá la  inhabilitación absoluta por un tiempo superior entre cuatro y quince años al de la duración de la medida de internamiento en régimen cerrado impuesta, atendiendo proporcionalmente a la gravedad del delito, el número de los cometidos y a las circunstancias que concurran en el menor. La inhabilitación absoluta produce la privación definitiva de todos los honores, empleos y cargos públicos sobre el que recayere, aunque sean electivos; así como la incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera otros honores, cargos o empleos públicos, y la de ser elegido para cargo público, durante el tiempo de la medida. 

La ejecución de las medidas impuestas por los jueces de menores se lleva a cabo por las Comunidades Autónomas, prevaleciendo el criterio de proximidad al domicilio del menor en cuanto a la elección de los centros de cumplimiento (art. 46). 

Sin embargo, en el caso de los delitos de terrorismo tanto la ejecución de la detención preventiva, como de las medidas cautelares de internamiento o de las medidas impuestas en la sentencia habrá de llevarse a cabo en los establecimientos y con el control del personal especializado que el Gobierno ponga a disposición de la Audiencia Nacional, en su caso, mediante convenio con las Comunidades Autónomas. 

La Ley incluye, por último, un conjunto de reglas específicas para la ejecución de las medidas privativas de libertad (art. 54 y ss.) que se dividen en dos períodos: el primero, a cumplir en el centro correspondiente; el segundo, en régimen de libertad vigilada (art. 7,2).

1.2.4.1.3. Las alteraciones en la percepción

En virtud del art. 20, 3 CP, está exento de responsabilidad criminal “el que, por sufrir alteraciones en la percepción desde el nacimiento o desde la infancia, tenga alterada gravemente la conciencia de la realidad”.
Ejemplo de alteración en la percepción: la sordomudez. 

1.2.4.1.4. Las alteraciones psíquicas

El art. 20,1 CP dispone que está exento de responsabilidad criminal “el que al tiempo de cometer la infracción penal, a causa de cualquier anomalía o alteración psíquica, no pueda comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa comprensión”. 

La amplitud de la fórmula empleada permite dar cabida no sólo a las enfermedades mentales, sino también a otros trastornos, defectos o alteraciones psíquicos graves no comprendidos en las psicosis y neurosis (o cuya incardinación entre las mismas se discute, v.gr. la epilepsia): psicopatías, el retraso mental, alteraciones emocionales y hasta, para algunos, aunque raramente llevarán en la práctica a la exención completa,  estados pasionales o alteraciones afectivas…  

La anomalía o alteración psíquica debe concurrir “al tiempo de cometer la infracción penal” y puede ser permanente o transitoria.

Actio libera in causa: Al igual que en los supuestos de ausencia de comportamiento humano o acción, no es inimaginable que, para cometer el delito, alguien pueda colocarse en un estado de inimputabilidad transitoria. 

Es por ello que el Código Penal se ocupa expresamente de regular la actio libera in causa respecto del trastorno mental transitorio, el cual, coherentemente, no puede operar como eximente (art. 20,1 II) “cuando hubiese sido provocado por el sujeto con el propósito de cometer el delito o hubiera previsto o debido prever su comisión”.
1.2.4.1.5. Los estados de intoxicación y el síndrome de abstinencia. 

El art. 20, 2 CP exime de responsabilidad criminal al “que al tiempo de cometer la infracción penal se halle en estado de intoxicación plena por el consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras que produzcan efectos análogos, siempre que no haya sido buscado con el propósito de cometerla o no se hubiese previsto o debido prever su comisión”.

También se exime de responsabilidad criminal a quien “se halle bajo la influencia de un síndrome de abstinencia, a causa de su dependencia de tales sustancias, que le impida comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa comprensión”.

1.2.4.2. Conocimiento de la antijuridicidad y error de prohibición

Para ser culpable, el sujeto debe ser consciente de la antijuridicidad de su comportamiento. No se trata de que deba tener en el momento del hecho un conocimiento exacto y actual de que su hacer está prohibido; basta con un conocimiento “eventual”, con que, de acuerdo con su formación, nivel cultural, etc., se represente dicha ilicitud como posible y, a pesar de ello, actúe. 

Cuando el sujeto confía erróneamente (pero de buena fe) en que su conducta no infringe las normas penales, estará incurso en un error de prohibición. 

· El error de prohibición puede ser directo, si se piensa que la conducta no está prohibida. 

· Hay error de prohibición indirecto cuando se sabe que es una conducta generalmente prohibida, pero se piensa que concurre una causa de justificación. 

	Art. 14,3 CP:

	“El error invencible sobre la ilicitud del hecho constitutivo de la infracción penal excluye la responsabilidad criminal. Si el error fuera vencible, se aplicará la pena inferior en uno o dos grados”


En cuanto al tratamiento del error de prohibición, se distingue entre el error vencible y el error invencible. 

El error invencible impide el surgimiento de la responsabilidad penal por el delito correspondiente. 

Por su parte, el error vencible atenúa la pena, rebajándola en uno o dos grados (esto es, una pena de 8 a 12 años pasará a ser de 4 a 8 años –rebaja de un grado– o de 2 a 4 años –rebaja de dos grados–).    

1.2.4.3. Exigibilidad. 

Si en la situación en la que se encontraba no cabía exigir al sujeto la realización de otra conducta, no puede haber culpabilidad. Ello puede ocurrir en determinados casos:

· estado de necesidad disculpante: cuando los males que entran en conflicto son de igual valor. Por ejemplo, entran en colisión la vida de dos o más personas.

· miedo insuperable (art. 20 nº 6 CP).

· encubrimiento entre parientes (art. 454 CP).

1.2.5. La punibilidad

Existen casos en que, aun concurriendo un comportamiento típico, antijurídico y culpable no es posible imponer una pena. Esto sucede cuando concurren:

· condiciones objetivas de punibilidad

P.e. el requerimiento previo o sanción administrativa en el delito de discriminación laboral (art. 314), la previa declaración de quiebra, concurso o suspensión de pagos en el delito previsto en el art. 260, 1, etc.

· excusas absolutorias. 

P.e. art. 268 ,1 CP, que exime de responsabilidad criminal (pero no de la civil) a los cónyuges y parientes por los delitos patrimoniales sin violencia o intimidación que se produzcan entre ellos.

· inmunidades personales

P.e. la persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad (art. 56,3 CE). Los parlamentarios son inviolables por las opiniones que emitan en el ejercicio de sus cargos; además, para perseguirlos penalmente, salvo en supuestos de flagrante delito, es preciso solicitar el suplicatorio a la Cámara legislativa a la que pertenezcan. 

1.3. Elementos accidentales del delito

Al lado de los elementos esenciales del delito se encuentran otros que pueden concurrir o no, pero que de estar presentes a la hora de la realización de los hechos inciden en la medida de la responsabilidad criminal. Son las circunstancias modificativas: circunstancias atenuantes, agravantes o mixtas.

1.3.1. Atenuantes 

Son circunstancias atenuantes (art. 21 CP):

	Eximentes incompletas

	Las causas de exención de responsabilidad criminal recogidas en el art. 20 CP cuando no concurrieren todos los requisitos necesarios para eximir de responsabilidad en sus respectivos casos


1) Las eximentes incompletas.

2) La grave adicción a drogas, bebidas alcohólicas o sustancias análogas.

3) El arrebato, obcecación u otro estado pasional de entidad semejante.

4) La confesión del culpable ante las autoridades, antes de conocer que el procedimiento judicial se dirige contra él.

5) La reparación o disminución del daño a la víctima (o sus efectos), antes de la celebración del juicio oral.

6) Cualquier otra circunstancia análoga a las anteriores.

1.3.2. Agravantes

Son circunstancias agravantes (art. 22 CP) ejecutar los hechos:

	Alevosía

	Cometer cualquiera de los delitos contra las personas, empleando en la ejecución medios, modos o formas que tiendan directa o especialmente a asegurarla, sin el riesgo que para la persona del delincuente pudiera proceder de la defensa del ofendido


1) con alevosía.

2) con disfraz, con abuso de superioridad o aprovechando las circunstancias de lugar, tiempo o auxilio de otras personas que debiliten la defensa del ofendido o faciliten la impunidad del delincuente.

3) por precio, recompensa o promesa.

	Ensañamiento

	Cometer el delito aumentando deliberada e inhumanamente el sufrimiento de la víctima, causando a ésta padecimientos innecesarios para la ejecución del delito.


4) por motivos racistas, antisemitas o de discriminación ideológica, religiosa, étnica, racial, nacional, sexual o  debida a la enfermedad o minusvalía que se padezca.

5) con ensañamiento.

6) con abuso de confianza.

7) prevaliéndose del carácter público que tenga el culpable.

	Reincidencia

	Cuando, al delinquir, el culpable haya sido condenado en firme por un delito comprendido en el mismo título del Código Penal, siempre que sea de la misma naturaleza


8) con reincidencia.

1.3.3. Circunstancia mixta

Dispone el art. 23 CP: “Es circunstancia que puede atenuar o agravar la responsabilidad, según la naturaleza, los motivos y los efectos del delito, ser o haber sido el agraviado cónyuge o persona que esté o haya estado ligada de forma estable por análoga relación de afectividad, o ser ascendiente, descendiente o hermano por naturaleza o adopción del ofensor o de su cónyuge o conviviente”.

1.4. Actos preparatorios punibles y formas imperfectas de ejecución

Según el art. 61 CP "cuando la ley establece una pena, se entiende que la impone a los autores de la infracción consumada". 

Hay infracción consumada cuando se alcanza el resultado previsto por el correspondiente tipo delictivo (matar, lesionar...).

El Código Penal no sólo castiga el delito consumado, sino también:

* la tentativa del delito y 

* determinados actos preparatorios. 

1.4.1. Actos preparatorios punibles

Sabemos que en Derecho Penal “el pensamiento no delinque”. Para que surja la responsabilidad penal es preciso que ese pensamiento comience a exteriorizarse, que de una fase interna, se pase a la fase externa por lo menos de preparación del hecho delictivo.

	Actos preparatorios punibles

	-  la conspiración

- la proposición

- la provocación

- la apología


Al margen de los que  se recogen de manera específica para determinados delitos (p.e. tenencia de útiles para la falsificación: art. 400 CP), el Código Penal contempla cuatro modalidades de actos preparatorios generalmente susceptibles de dar origen a responsabilidad por manifestar ya de manera inequívoca la presencia de una resolución criminal: la conspiración, la proposición, la provocación y la apología. 

· Hay conspiración para cometer un delito (art. 17,1 CP) cuando dos o más personas se conciertan para su ejecución y resuelven ejecutarlo. 

· La proposición (art. 17, 2 CP) existe cuando quien ha resuelto cometer un delito invita a otro u otros a ejecutarlo. No es necesario que la invitación sea eficaz, esto es, tanto si la persona o personas aceptan como si rechazan la propuesta delictiva concurre la proposición para delinquir.

· La provocación para cometer un delito (art. 18) consiste en incitar directamente a su perpetración por medio de la imprenta, la radiodifusión o cualquier medio de eficacia semejante que facilite la publicidad, o ante una concurrencia de personas. A diferencia de la proposición, quien provoca no quiere cometer el delito por sí mismo. Si comienza la ejecución, se castiga como inducción (art. 18, 2).

· La apología es considerada una forma de provocación. Consiste (art. 18,1) en “la exposición, ante una concurrencia de personas o por cualquier medio de difusión, de ideas o doctrinas que ensalcen el crimen o enaltezcan a su autor”. Sólo es punible si, “por su naturaleza y circunstancias, constituye una incitación directa a cometer un delito”.

Los actos preparatorios sólo se castigarán cuando lo prevea especialmente la Ley (arts. 17,3 y 18,2). 

1.4.2. Tentativa

Con carácter general, el Código Penal permite intervenir penalmente desde el mismo momento en que comienza la ejecución de un hecho delictivo: desde que se intenta su realización. 

Sólo en las faltas (que no sean contra las personas o el patrimonio) se limita el castigo a los casos de consumación.

Dispone el art. 16, 1 CP: “Hay tentativa cuando el sujeto da principio a la ejecución del delito directamente por hechos exteriores, practicando todos o parte de los actos que objetivamente deberían producir el resultado, y sin embargo éste no se produce por causas independientes de la voluntad del autor”.

En la tentativa el culpable pasa de la preparación a la ejecución; esto es, comienza a realizar verdaderos actos de ejecución del hecho delictivo, pero 

· o bien no logra terminar la ejecución contra su voluntad, 

· o bien, aun cuando realice todos los actos ejecutivos que se encuentran en su mano, el resultado delictivo no acaba de producirse por causas diversas a su desistimiento voluntario.

Desistimiento voluntario: Con todo, según el art. 16 nº 2 CP, queda excluido de responsabilidad penal por el delito intentado "quien evite voluntariamente la consumación del delito, bien desistiendo de la ejecución ya iniciada, bien impidiendo la producción del resultado, sin perjuicio de la responsabilidad en que pudiera haber incurrido por los actos ejecutados, si éstos fueren ya constitutivos de otro delito o falta".

Si son varios los sujetos que intervienen en el delito “quedarán exentos de responsabilidad penal aquel o aquellos que desistan de la ejecución ya iniciada, e impidan o intenten impedir seria, firme y decididamente, la consumación, sin perjuicio de la responsabilidad en que pudieran haber incurrido por los actos ejecutados, si éstos fueren ya constitutivos de otro delito o falta”.

1.5. Personas criminalmente responsables de los delitos y de las faltas

Dos son las formas generales de intervención en un hecho delictivo:

· como autor
· como partícipe.

1.5.1. Autoría. 

Son autores -dice el art. 28 CP- "quienes realizan el hecho por sí solos, conjuntamente o por medio de otro del que se sirven como instrumento". 

	Clases de autoría

	- Directa

- Mediata

- Coautoría


Se distinguen, pues, tres clases fundamentales de autoría:

· el autor directo: esto es, el que realiza el delito de un modo directo y personal, por sí mismo;

· el autor mediato: aquí el sujeto no realiza el delito por sí mismo, sino utilizando a otra persona como instrumento. 

· el coautor: que realiza el delito conjuntamente con otras personas. 

1.5.2. Participación

	Clases de participación

	- Intelectual: Inducción

- material: cooperación:

* necesaria

* complicidad


Partícipe es el que contribuye al hecho de otro, intelectual o materialmente.

· La contribución intelectual se denomina inducción. El inductor hace surgir en otra persona la resolución delictiva y es castigado en Derecho Penal con la misma pena del autor (art. 28 a).

· La contribución material es la aportada por los cooperadores.  El Código Penal distingue entre los cooperadores necesarios y cómplices.

· Son cooperadores necesarios quienes cooperan a la ejecución del delito “con un acto sin el cual no se habría efectuado” (art. 28 b) CP). Se castigan con la misma pena del autor.

· Son cómplices, por su parte, quienes “no hallándose comprendidos en el artículo anterior, cooperan a la ejecución del hecho con actos anteriores o simultáneos” (art. 29 CP). Reciben una pena inferior.

1.5.3. Delitos cometidos por medios de difusión

El art. 30 CP establece ciertas peculiaridades en el régimen de las personas responsables por estos delitos, cometidos a través de la prensa, televisión, medios de comunicación de masas que, por su propia naturaleza, requieren la intervención de múltiples personas para la difusión de los mensajes:

1) No responden los cómplices ni los que los favorezcan personal o realmente

	Responsabilidad en cascada

	Por escalones

* Responden, primero, los del primer nivel

* Sólo si los del primer nivel no pueden responder (no son hallados...), responden (subsidiariamente) los del segundo nivel

* Así sucesivamente

La responsabilidad requiere siempre la realización dolosa o imprudente de los hechos.


2) Se sigue una responsabilidad escalonada (en cascada), excluyente y subsidiaria en cuanto a los autores, conforme al orden siguiente:

· autores del texto o signo, e inductores

· directores de la publicación o programa de difusión

· directores de la empresa editora, emisora o difusora.

· directores de la empresa grabadora, reproductora o impresora.

1.5.4. Responsabilidad de administradores y representantes 

	Empresas, sociedades

	Las personas jurídicas no son responsables penalmente

Responden las personas físicas (hombres y mujeres) que, en su seno, asuman la función de administración o representación

La responsabilidad requiere siempre la realización dolosa o imprudente de los hechos.


Dispone el artículo 31 CP:

 “1. El que actúe como administrador de hecho o de derecho de una persona jurídica, o en nombre o representación legal o voluntaria de otro, responderá personalmente, aunque no concurran en él las condiciones, cualidades o relaciones que la correspondiente figura de delito o falta requiera para poder ser sujeto activo del mismo, si tales circunstancias se dan en la entidad o persona en cuyo nombre o representación obre.

2. En estos supuestos, si se impusiere en sentencia una pena de multa al autor del delito, será responsable del pago de la misma de manera directa y solidaria la persona jurídica en cuyo nombre o por cuya cuenta actuó”.
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